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Al contestar refiérase 

al oficio  Nº    7604
12 de julio, 2007

 FOE-SOC-0635
Señor 

Francisco Ibarra Arana 

Gerente General a.i

Junta de Protección Social de San José

Estimado señor:

Asunto: 
Consulta sobre la factibilidad de que la Junta de Protección Social de San José, otorgue ayudas técnicas a través de transferencias individuales en forma directa a los solicitantes.

Nos referimos  a su oficio No. G-1206 del 24 de abril de 2007, mediante el cual se consulta a este órgano contralor sobre la factibilidad de que la Junta de Protección Social de San José (en adelante JPSSJ), pueda otorgar ayudas técnicas mediante transferencias individuales en forma directa a los solicitantes, al amparo de lo establecido en el artículos 56 de la Ley 7600. Igualmente se indica que el procedimiento utilizado hasta la fecha, ha sido el de transferir recursos a organizaciones que prestan servicios a personas con discapacidad, siendo que en los casos mencionados, la entrega de la ayuda técnica al usuario final ha sido ineficiente.


Al respecto, se debe indicar que si el actual procedimiento utilizado por la JPSSJ, en cuanto a realizar transferencias a las organizaciones de personas con discapacidad ha causado, en criterio de dicha Junta, que las ayudas a personas con discapacidad no lleguen de una forma eficiente, se debe recordar que esa Junta no está exenta del deber de ejercer el respectivo control sobre el uso efectivo y eficiente de los recursos que se han transferido a estas organizaciones, de conformidad con lo establecido en los artículos 5 y 6 de la Ley Orgánica de la Contraloría Genera de la República.

En ese orden, el presente criterio se circunscribe a determinar la vialidad legal de que esa Junta brinde la ayuda directamente a los beneficiarios, sin embargo se hace la observación de que por ser un asunto administrativo, esa decisión recae única y exclusivamente sobre la institución, siendo que, además de transferir los recursos, ésta debe velar porque su uso sea en el cumplimiento efectivo de los fines para los cuales se destinan, y que a su vez sean utilizados con criterios de eficiencia y efectividad, por las organizaciones. 

I- Sobre la obligatoriedad de brindar ayudas técnicas a personas con discapacidad.

Tal y como lo dispone la Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad N° 7600, y en relación con las ayudas técnicas y servicios de apoyo, está dispuesto que sean las instituciones públicas y las privadas de servicio público, las que obligatoriamente deberán proveer dichas ayudas, con el fin de mejorar la funcionalidad y autonomía, para garantizar a dicha población un ejercicio efectivo de sus derechos y deberes
.

En ese sentido la mencionada ley dispone: 

“Artículo 5: Ayudas técnicas y servicios de apoyo./ Las instituciones públicas y las privadas de servicio público deberán proveer, a las personas con discapacidad, los servicios de apoyo y las ayudas técnicas requeridos para garantizar el ejercicio de sus derechos y deberes.

Artículo 56: Medidas presupuestarias. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio de Educación, la Caja Costarricense de Seguro Social, el Instituto Nacional de Seguros, el Instituto Nacional de Aprendizaje, el Instituto Mixto de Ayuda Social, la Junta de Protección Social de San José, los centros públicos de educación superior y las demás instituciones del Estado, deberán tomar las medidas presupuestarias para adquirir las ayudas técnicas y prestar los servicios de apoyo, tratamientos médicos, equipo y prótesis que se requieran para cumplir lo dispuesto por la presente ley”. El destacado es nuestro.
 
Sobre el particular, nótese que de la trascripción anterior, se dispone que dichas ayudas se deberán proveer a las personas con discapacidad, sin estipular que para esto sea necesaria la intermediación de las organizaciones con discapacidad.

II- Sobre la posibilidad de brindar las ayudas técnicas y servicios de apoyo en forma directa a los beneficiarios por medio del departamento de Acción Social de la JPSSJ.

En consonancia con lo expuesto por la Asesoría Legal de la JPSSJ, esta Contraloría General comparte el criterio de que ésta posee la potestad legal para otorgar las ayudas técnicas y servicios de apoyo en forma directa a las personas con discapacidad. Al respecto veamos que el artículo 5 de la Ley Nº 7600 en concordancia con el artículo 56 de ese mismo cuerpo normativo, indica que las instituciones públicas deberán proveer a las personas con discapacidad de las ayudas técnicas y servicios de apoyo, siendo que para esto la JPSSJ deberá igualmente tomar las medidas presupuestarias para la adquisición de ayudas técnicas y prestación los servicios de apoyo, tratamientos médicos, equipo y prótesis que se requieran para cumplir lo dispuesto por la Ley en mención.
Lo anterior, es respaldado por el dictamen C-035 del 5 de febrero de 1999 de la Procuraduría General de la República, mencionado por la asesoría legal de la JPSSJ, y mediante el cual se afirma que la JPSSJ si puede dar ayudas técnicas, equipo, prótesis, recursos para tratamientos médicos y servicios de apoyo a los asegurados por el Estado que presenten una discapacidad, ello cuando la Caja Costarricense del Seguro Social no pueda atender esas necesidades.

En ese orden el artículo 9 del Decreto Nº 26831 Reglamento Ley de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad dispone:

“Organización y provisión de servicios de apoyo.  Todas las instituciones públicas y privadas de servicio público, cuando no tengan un responsable específico, deberán crear un mecanismo en su estructura interna para organizar  y proveer los servicios de apoyo y las ayudas técnicas requeridas por las personas con discapacidad para el pleno ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus deberes en igualdad de oportunidades.”

Sobre el particular, y de importante relación con el artículo supra citado, el Reglamento Orgánico de la Junta de Protección Social en su numeral 21 dispone:

“El Departamento de Acción Social es responsable de las siguientes funciones:

a) Proponer a la Gerencia diferentes políticas, planes y programas de trabajo por ejecutar en relación con los estudios socioeconómicos que ésta debe realizar.

b) Confeccionar, ejecutar y mantener actualizado el plan de programaciones de adjudicatarios, de elegibles para ser adjudicatarios, de beneficiarios de los recursos generados por la Institución y otros registros necesarios para el correcto desempeño de sus funciones.

c) Preparar las investigaciones y estudios de carácter social y determinar la situación de los adjudicatarios y de los elegibles para convertirse en adjudicatarios, con el fin de brindar la asesoría en el campo de su competencia a los órganos superiores.

(…)

f) Cualquier otra función especial o general que le asigne la Gerencia en el campo de su competencia.”

Así las cosas, y al tenor de una interpretación sistemática de las normas anteriormente citadas, este órgano contralor considera que sí existe fundamento legal para que la JPSSJ, brinde en forma directa e individual, las ayudas técnicas y servicios de apoyo a las personas con discapacidad, tomando en cuenta el mandato legal establecido por la Ley Nº 7600 en sus artículos 5 y 56. Sin embargo, tal y como lo estipula el Reglamento de la Ley de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad Decreto Nº 26831, ésta deberá crear un mecanismo en su estructura interna para organizar  y proveer los servicios de apoyo y las ayudas técnicas requeridas por las personas con discapacidad; mecanismo que a su vez deberá contar con todos los controles necesarios para asumir dicha función y asegurar un cumplimiento efectivo de la Ley Nº 7600, y de los fines para los cuales se disponen los recursos destinados a ayudar a las personas con discapacidad.

Bajo esa premisa, la Administración debe tomar en cuenta que en atención al espíritu de la  Ley de Igualdad de Oportunidades, dichos mecanismos deberían obedecer a las políticas institucionales adoptadas por la Junta, para la atención de personas con discapacidad, que igualmente respeten los principios de igualdad y equidad, así como aspectos de accesibilidad, importantes para prestación del servicio, tal y como lo establece el artículo 4 de la mencionada ley cuyo texto dispone:

“ARTICULO 4.- Obligaciones del Estado. Para cumplir con la presente ley. Le corresponde al Estado: 

a) Incluir en planes, políticas, programas y servicios de sus instituciones, los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios que, con base en esta ley, se presten; así como desarrollar proyectos y acciones diferenciados que tomen en consideración el menor desarrollo relativo de las regiones y comunidades del país. 

b) Garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las instalaciones de atención al público sean accesibles para que las personas los usen y disfruten. 

c) Eliminar las acciones y disposiciones que, directa o indirectamente, promueven la discriminación o impiden a las personas con discapacidad tener acceso a los programas y servicios. 

d) Apoyar a los sectores de la sociedad y a las organizaciones de personas con discapacidad, con el fin de alcanzar la igualdad de oportunidades. 

e) Garantizar el derecho de las organizaciones de personas con discapacidad de participar en las acciones relacionadas con la elaboración de planes, políticas, programas y servicios en los que estén involucradas. 

f) Divulgar esta ley para promover su cumplimiento. 

g) Garantizar, por medio de las instituciones correspondientes, los servicios de apoyo requeridos por las personas con discapacidad para facilitarles su permanencia en la familia. 

h) Garantizar que las personas con discapacidad agredidas física, emocional o sexualmente, tratadas con negligencia, que no cuenten con una familia o se encuentren en estado de abandono, tengan acceso a los medios que les permitan ejercer su autonomía y desarrollar una vida digna.”

En esa línea, y en relación con la prestación directa del servicio corresponderá a la misma JPSSJ valorar si tiene la capacidad administrativa y operativa, tomando las acciones preventivas para brindar dicho servicio de manera eficaz. Igualmente, se deben establecer los controles para que este servicio se brinde bajo principios de igualdad con respecto a quienes pueden ser beneficiarios, y aquellos que garanticen el cumplimiento del espíritu de la Ley N° 7600; así como la Ley General de Control Interno N° 8292 y el principio de legalidad en la función pública.

Adicionalmente, debe tomarse en cuenta que de conformidad con el artículo 4 y 13 de la Ley Nº 7600, es obligación del Estado, garantizar el derecho de las organizaciones de personas con discapacidad de participar en las acciones relacionadas con la elaboración de planes, políticas, programas y servicios en los que estén involucradas, tomando en cuenta la función informativa y de asesoría
 que estas organizaciones cumplen. Igualmente, se debe considerar que según lo dispone la Ley Nº 5347 el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, es el órgano rector en materia de discapacidad, situación que hace necesaria la participación de dicho órgano, en acciones relacionadas con el tema de discapacidad.
III- Conclusiones
a) Es legalmente viable que la JPSSJ brinde ayudas técnicas y servicios de apoyo a las personas con discapacidad en forma directa e individual, de conformidad con el artículos 5 y 56 de la Ley de Igualdad de Oportunidades Para las Personas con Discapacidad, N° 7600.

b) De conformidad con el artículo 9 del Reglamento a la Ley de Igualdad de Oportunidades Para las Personas con Discapacidad N° 26831, la JPSSJ tiene la potestad  de idear los mecanismos para que los recursos destinados a ayudas técnicas y servicios de apoyo para las personas con discapacidad, lleguen a dicha población de manera eficiente y efectiva. En ese entendido, deberá establecer los mecanismos de control necesarios para garantizar el cumplimiento de los fines de la Ley Nº 7600, así como de la Ley General de Control Interno, N° 8292 y el principio de legalidad en la función pública.

c) De previo a que la JPSSJ, asuma la función de brindar ayudas técnicas y servicios de apoyo a las personas con discapacidad, corresponde a dicha Junta, valorar y decidir de acuerdo a su capacidad administrativa y operativa, en concordancia con las políticas para la atención de personas con discapacidad, sí puede brindar este servicio a las personas con discapacidad, tomando todas las medidas preventivas del caso, en el entendido de que dicha decisión obedece a un mejoramiento del servicio que se le brinda a dicha población, de conformidad con el artículo 4 de la Ley Nº 7600.

d) De conformidad con los artículos 4 y 13 de la Ley Nº 7600, la JPSSJ debe darle participación a las organizaciones de personas con discapacidad legalmente constituidas, cuando se trate de planificar, ejecutar y evaluar servicios y acciones relacionadas con la discapacidad e igualmente en las acciones relacionadas con la elaboración de planes, políticas, programas y servicios en los que estén involucradas; tomando en cuenta la participación del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como órgano rector en el tema de discapacidad de conformidad con la Ley Nº 5347.
Atentamente,

Licda. Lilliam Marín Guillén, M.B.A.
Lic. Rafael Picado López 

Gerente de Área




            
    Abogado del Área

RPL/mcmd

ci:
División de Asesoría y Gestión Jurídica, Contraloría General de la República


Archivo Central (2)


Copiador (2)

ce
Secretaria Técnica DFOE

G:
2007002057

Ni:    6108



Criterios y dictámenes
� Ley sobre igualdad de oportunidades de personas con discapacidad N° 7600. Artículo 2. Definiciones: Ayuda técnica: Elemento requerido por una persona con discapacidad para mejorar su funcionalidad y garantizar su autonomía.  


� ARTICULO 12.-


Organizaciones de personas con discapacidad Las organizaciones de personas con discapacidad legalmente constituidas deben: 


a) Ejercer su derecho a la autodeterminación y a participar en la toma de decisiones que les afecten directa o indirectamente. b) Contar con una representación permanente, en una proporción de un veinticinco por ciento (25%), en el órgano directivo de la institución pública rectora en materia de discapacidad. 


c) Disponer de recursos para reunir, reproducir, traducir y transmitir información ágil y oportuna sobre la discapacidad, con el fin de informar y asesorar a las instituciones, empresas y público en general sobre la eliminación de barreras, ayudas técnicas y servicios de apoyo. 


Para ello, se contará con un comité constituido por representantes de esas organizaciones. 


Los recursos para este fin serán asignados por la institución pública rectora en materia de discapacidad o por cualquier fuente de ingresos que proporcionen las entidades públicas o privadas.
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